
GOYENECHE CECILIA  ANDREA C/ SUPERIOR GOBIERNO DE LA 

PROVINCIA DE ENTRE RÍOS S/ ACCIÓN DE AMPARO s/ 

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA" (Expte. Nº 12185)

//ñora Vocal: al poner el presente a despacho cumplo en informar  

conforme lo requerido, que en fecha  10/05/2022 la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación dictó pronunciamiento en los autos “Recurso de 

hecho deducido por la actora en la causa Goyeneche, Cecilia Andrea 

c/Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/acción de amparo” 

(Expte. CSJ 646/2022/RH1) haciendo lugar al recurso de queja 

interpuesto por la aquí amparista,  declarando procedente el recurso 

extraordinario y revocando la sentencia emitida por el STJ el 

09/02/2022 ordenando que vuelvan los autos al tribunal de origen a 

fin de que, por quien corresponda, se dicte nueva sentencia con 

arreglo a lo expresado en dicho pronunciamiento. Se adjunta copia en 

formato pdf obtenido de la Mesa Virtual de estos autos. 

María del Pilar Rem edi

      Secretaria de Cám ara

PARANÁ, 14 de mayo de 2022

VISTOS y CONSIDERANDO:

1.- Que si bien en fecha 30/12/2021 procedí 
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a excusarme para intervenir en las presentes actuaciones en virtud de 

lo dispuesto en el art. 5 bis inc j) de la Ley 8.369 de Procedimientos 

Constitucionales (texto incorporado por la Ley 9571 - B.O. 

24/06/2004), el Superior Tribunal de Justicia de Feria rechazó las 

excusaciones efectuadas por los magistrados con fundamento en dicho 

artículo, por lo que procedo a avocarme a la presente.

2.- Atento lo solicitado por la actora, 

corresponde señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en 

fecha 10/05/2022 en autos: “Recurso de hecho deducido por la actora 

en la causa Goyeneche, Cecilia Andrea c/Superior Gobierno de la 

Provincia de Entre Ríos s/acción de amparo” (Expte. CSJ 

646/2022/RH1) hizo lugar al recurso de queja interpuesto por la aquí 

amparista, declarando procedente el recurso extraordinario y 

revocando la sentencia dictada por el Superior Tribunal de Justicia de 

la Provincia de Entre Ríos en fecha 09/02/2022 ordenando que vuelvan 

los autos al tribunal de origen a fin de que, por quien corresponda, se 

dicte nueva sentencia con arreglo a lo expresado en dicho 

pronunciamiento - cfr. informe actuarial precedente -.

3.- Asimismo la sentencia dictada en estos 

autos por la Sra. Jueza de Feria, Dra. Elena B. Albornoz en fecha 

25/01/2022 resolvió: "1) HACER LUGAR PARCIALMENTE al amparo 

interpuesto por la Procuradora Adjunta Cecilia Andrea Goyeneche 

contra el Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos; 2) 

DECLARAR ILEGÍTIMO el punto V de la resolución del HJE del 30 de 



noviembre del 2021. Conforme considerando puntos II,III,IV y V-. y 3) 

DISPONER que el órgano acusador  ante el jury dispuesto a la 

amparista Cecilia Andrea Goyeneche  sea el Ministerio Público Fiscal  

representado por el Procurador General en los términos establecidos 

por el artículo 11 de la ley 9283 , artículo 17 inc f)  ley 10407 y 

artículo 207 de la Constitución Provincial".

4.- Dicho pronunciamiento fue apelado por el 

Sr. Fiscal de  Estado de la Provincia de Entre Ríos en fecha 

26/01/2022, habiendo sido concedido el recurso mediante providencia 

de fecha 27/01/2022 con efecto devolutivo - art. 15 Ley 8369 -. Dicho 

efecto devolutivo habilita a la actora para  peticionar el cumplimiento 

de dicha sentencia, ello hasta tanto se dicte pronunciamiento 

definitivo.

5.- Ello no obstante de las constancias de la 

causa se advierte que la sentencia dictada en fecha 25/01/2022 no ha 

sido comunicada oportunamente al Honorable Jurado de 

Enjuiciamiento, por lo que corresponde  librar oficio a dicho organismo,  

con copia de la sentencia de fecha 25/01/2022, providencia de fecha 

27/01/2022 que concede el recurso de apelación, de la sentencia de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación de fecha 10/05/2022 y de la 

presente, a los fines del cumplimiento efectivo de la manda judicial.

 Por lo expuesto, se 

RESUELVE: 



 1.- Tener por iniciado por la amparista Cecilia Andrea 

Goyeneche el cumplimiento de la sentencia dictada en fecha 

25/01/2022.

2.- Librar oficio al Honorable Jurado de Enjuiciamiento   

con copia de la sentencia dictada en fecha 25/01/2022, providencia de 

fecha 27/01/2022 que concede el recurso de apelación, de la sentencia 

de la Corte Suprema de Justicia de la Nación de fecha 10/05/2022 y 

de la presente, a los fines del cumplimiento efectivo de la manda 

judicial.

 Regístrese. Notifíquese conforme lo dispuesto por el 

art. 1 y 5 del Anexo I del Reglamento para la notificación electrónica 

(STJER Acuerdo General Nº 15/18 del 29/05/2018).

  

                                    

      MARÍA ANDREA PEREYRA

                                         - Vocal de Cámara - 
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TÉLÉCOPIE  FACSIMILE TRANSMISSION

FECHA: 27 de abril de 2022

A: Su Excelencia
Señor Federico Villegas
Embajador Extraordinario y Plenipotenciario
Representante Permanente
Misión Permanente de la República Argentina ante la Oficina de las Naciones Unidas
y otras organizaciones internacionales en Ginebra

FAX: +41 22 798 59 95
EMAIL: argentina@missionarg.ch; daniela.gutierrez@missionarg.ch;

machuca.christian@gmail.com; eugenia.vazquez@missionarg.ch

DE: Beatriz Balbin
Jefa
Subdivisión de los Procedimientos Especiales
OACDH

FAX: +41 22 917 9008
TEL: +41 22 917 83 41 / +41 22 917 9543 / +41 22 917 9738

E-MAIL: ohchr-registry@un.org

REF: AL ARG 1/2022 (POR FAVOR, UTILICE ESTA REFERENCIA EN SU RESPUESTA)

PÁGINAS: 10 (INCLUYENDO LA PRESENTE)

ASUNTO: COMUNICACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES

Sírvase encontrar adjunta una comunicación enviada por el Relator Especial sobre la
independencia de los magistrados y abogados.

Le rogaría que la presente comunicación sea enviada a la mayor brevedad posible a
Su Excelentísimo Señor Santiago Andrés Cafiero,

Ministro de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto.
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Excelentísimo Señor
Santiago Andrés Cafiero
Ministro de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto

Mandato del Relator Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados

Ref.: AL ARG 1/2022
(por favor, utilice esta referencia en su respuesta)

27 de abril de 2022

Excelencia,

Tengo el honor de dirigirme a Usted en mi calidad de Relator Especial sobre la
independencia de los magistrados y abogados, de conformidad con la resolución 44/8
del Consejo de Derechos Humanos.

Quisiera señalar a la atención urgente del Gobierno de Su Excelencia la
información que he recibido en relación con el proceso disciplinario contra la fiscal
anticorrupción de la provincia de Entre Ríos, Dra. Cecilia Andrea Goyeneche, que
podría constituir una represalia por los casos anticorrupción que ha investigado. La
Dra. Goyeneche interpuso una acción de Amparo contra la resolución del Honorable
Jurado de Enjuiciamiento de la Provincia de Entre Ríos (HJE) el 29 de diciembre de
2021.

Según la información recibida:

El proceso disciplinario contra la fiscal Goyeneche tiene su origen en
determinados cuestionamientos a su actuación en la causa: “Beckman, Flavia
Marcela – Scialocomo, Esteban Ángel y otros S/ Asociación Ilícita (en
concurso real con peculado reiterado), públicamente conocida como la causa
de los “Contratos”. En esta causa, de alta transcendencia y visibilidad pública,
la fiscal Goyeneche actuó en su carácter de Fiscal Anticorrupción, dirigiendo
la labor de los Fiscales de Primera Instancia. Actualmente el proceso se
encuentra en etapa de juicio oral.

En la causa, se ha investigado a una organización ilícita que incluía la
actuación de funcionarios públicos de la legislatura de Entre Ríos, miembros
de un estudio contable y otros particulares.

Conforme pudo probarse en la investigación referida, existió un plan
desarrollado desde al menos fines del año 2007 hasta 2018 con el objeto de
sustraer de manera sistemática dinero de las arcas del Estado provincial. Para
esto se recurrió a realizar contrataciones masivas bajo la figura del “contrato
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de obra”, estructura antaño utilizada por la Legislatura provincial para
contratar recursos humanos. Estos contratos, de acuerdo a la información que
me ha sido transmitida, se confeccionaban generalmente a nombre del
presidente de cada Cámara legislativa, o con la sola mención genérica de
“autoridades de la cámara”, mientras que otras veces lo eran a nombre de un
legislador, autoridad o funcionario de cámara específico. Como contraparte
figuraba un “contratista” –una persona física identificada con nombre y
apellido– quien supuestamente debería prestar servicios a los legisladores.

Sin embargo, las relaciones contractuales eran falsas en su motivación, y
tenían una finalidad la sustracción del dinero público. En todos los casos
relevados en la investigación, los “contratistas” de las cámaras legislativas no
ejecutaron prestación ni trabajo alguno. Además, en gran parte de los
contratos, de acuerdo a la información recibida, se utilizaron firmas
falsificadas. Asimismo, en la amplia mayoría de los casos, los contratistas eran
excluidos de su retribución, o recibían sólo una parte ínfima de lo
anteriormente cobrado. La organización delictiva involucró a funcionarios
públicos con diversos cargos administrativos y contables de la legislatura
provincial y contó desde siempre con la asistencia de un estudio contable. Las
contrataciones se realizaban omitiendo deliberadamente todo paso
administrativo previo (propuesta por un legislador; suscripción del contrato;
aprobación; etc.).

El monto sustraído durante los casi 11 años que fueron objeto de investigación
asciende a cincuenta y dos millones, novecientos veintisiete mil ochocientos
setenta y ocho dólares estadounidenses, con cincuenta centavos
(USD 52.927.878,50).

El 31 de mayo de 2021, el primer tramo de la investigación –en el que existen
32 imputados–, fue cerrado y la causa remitida a juicio.

Desde el inicio de la investigación, se realizaron ataques y cuestionamientos
mediáticos hacia la fiscal Goyeneche y los demás integrantes del Ministerio
Público Fiscal. El principal abogado en ejercicio de la defensa de un grupo de
investigados, en entrevista radial del 5 de noviembre de 2018, anunciaba ya
posibles procesos de enjuiciamiento contra los integrantes del Ministerio
Público e instaba a los políticos, a interpretar la investigación penal de los
hechos delictivos como un “ataque” al Poder Legislativo, proponiendo que se
reaccionara consecuentemente.

En paralelo, según se expresa en la información recibida, sectores de la prensa
afín al poder político provincial iniciaron una campaña de desprestigio hacia la
Procuradora Adjunta y Fiscal Anticorrupción, Cecilia Goyeneche. Dicha
campaña, centrada principalmente en información falsa que publicaban en la
prensa, presentaba la idea de una supuesta “sociedad” entre la fiscal y uno de
los imputados (el contador, integrante del estudio contable que formaba parte
de la organización delictiva). También, de acuerdo a esta misma información,
se habría sostenido falsamente en los medios que el esposo de la fiscal era
socio del estudio contable y lo “comandaba”.

Aquellas publicaciones sirvieron de base para la presentación de planteos de
recusación contra la fiscal, formulados por escrito el 7 de diciembre de 2018.
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La pretensión fue también manifestada oralmente en las audiencias que se
llevaron adelante relativas a la impugnación de las prisiones preventivas de los
imputados. La fiscal Goyeneche afirmó en todo momento no mantener ningún
vínculo con el contador que justificara su apartamiento de la investigación.

Tales pedidos de recusación fueron rechazados in limine por haber sido
erróneamente planteados, decisión que se convalidó a lo largo de tres
instancias judiciales –por la jueza de garantías, por la vocal del Tribunal de
Juicios y Apelaciones y por la Sala I de la Cámara de Casación–. Las diversas
resoluciones se fundamentaron en el hecho de que el planteo había sido
interpuesto erróneamente, ya que según lo prescrito en el artículo 35 de la Ley
Provincial N° 10.407 debía ser canalizado ante el Procurador General.

Sin embargo, los abogados defensores jamás se presentaron ante el Procurador
a recusar a la fiscal conforme el trámite allí previsto. Debido a esto, la fiscal
Goyeneche nunca tuvo posibilidad de expresar los motivos por los cuales
consideraba que no correspondía su apartamiento del rol de coordinación en la
causa. Consecuentemente, el procedimiento de enjuiciamiento ante el HJE se
convirtió en la primera oportunidad en que ello se discutió.

En abril de 2019 –y merced a las investigaciones realizadas por el Ministerio
Público Fiscal– se dispusieron medidas cautelares sobre un sinnúmero de
bienes de propiedad de los imputados, las que abarcaron el departamento que
fue adquirido en su totalidad por la fiscal Goyeneche en el año 2017, ya que
este, por cuestiones registrales, continuaba figurando en condominio con el
imputado contador. Ante tal panorama, la fiscal Goyeneche optó por excusarse
de continuar actuando.

El 13 de julio de 2021, el mismo abogado defensor ya referido denunció a la
Procuradora Adjunta y Fiscal Anticorrupción Cecilia Goyeneche, ante el
Honorable Jurado de Enjuiciamiento de la Provincia de Entre Ríos (HJE).

Las denuncias contra la fiscal Goyeneche se fundaron en la supuesta existencia
de “mal desempeño” de su parte, al haber incumplido, supuestamente, con su
deber de excusarse de intervenir en la causa “Contratos”. Para ello se
centraron en las publicaciones descritas anteriormente.

Estas denuncias se produjeron dos años y medio después de que se rechazaran
los pedidos de recusación, y de que efectivamente ocurriera la excusación de
la Dra. Goyeneche, pero inmediatamente después de la presentación de la
Remisión de la Causa de los “Contratos” a Juicio (el 31 de mayo de 2021).

Tramitadas las denuncias, el HJE mediante resolución del 30 de noviembre de
2021, decidió:

1. Por seis votos contra uno, la “formación de causa” contra la Dra.
Goyeneche. Esto significa que deberá debatirse en una nueva etapa su
responsabilidad en el cargo, debiendo decidirse si se le destituye en sus
funciones.

2. Por cinco votos contra dos, su suspensión en el ejercicio de todas sus
funciones hasta tanto se resuelva en forma definitiva su responsabilidad
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en la próxima etapa de juicio. La suspensión incluyó la reducción en
un 30% de su salario.

3. Por cinco votos contra dos, el apartamiento y exclusión del rol de
acusación en el juicio del Ministerio Público Fiscal, en clara violación
a la legislación vigente.

Para arribar a tal decisión los votos mayoritarios sostuvieron en forma
genérica que existía mérito suficiente para pasar a la siguiente etapa del
procedimiento. El HJE no ha observado ni indicado, ningún acto concreto de
desvío de la investigación o favorecimiento de ningún imputado en la causa,
sino simplemente la idea de que se excusó tardíamente. En adición a lo dicho,
el HJE determinó que la fiscal Goyeneche debía ser preventivamente apartada
de sus funciones y que sus haberes debían ser reducidos en un 30%.

Otra decisión tomada por el HJE que reviste gravedad es la de “separar del
conocimiento de la causa a la totalidad de los integrantes del Ministerio
Público Fiscal y correr traslado a quien corresponda desempeñar el cargo de
fiscal ad-hoc, conforme el orden del listado de conjueces del Superior Tribunal
de Justicia -Decreto 1296 MGJ del 25/8/2020-, por el término de quince (15)
días, a los fines previstos en los artículos 11, 24 y 27 de la ley 9283”.

En el caso particular del enjuiciamiento a la Dra. Goyeneche, el tema de las
subrogancias deviene relevante ya que quien debería actuar en su acusación
conforme el artículo 11 de la Ley N°9283 sería el propio Procurador General,
Dr. García. Si bien es razonable pensar que el propio Procurador General
terminaría apartándose de esa función, ya que una de las denuncias en trámite
lo involucraba, lo que resultaría ilegal y arbitrario es que el HJE haya decidido
apartarlo sin esperar su eventual excusación, y pasar por alto las previsiones
legales previstas en la Ley N°10.407 para su subrogancia.

La resolución del HJE desplazó de sus funciones como eventuales subrogantes
del Sr. Procurador General para representar al organismo ante el Jurado de
Enjuiciamiento a: 2 Procuradoras Adjuntas, 7 Fiscales de Coordinación,
2 Fiscales de Cámara, 51 Fiscales y 50 Fiscales Auxiliares, es decir, un total
de 112 Magistrados del Ministerio Público Fiscal. Según la información
disponible, el HJE carece de potestad para desplazar a un órgano esencial de la
estructura de enjuiciamiento.

La mayoría de los conjueces que fueron convocados para asignarles el cargo
de fiscal ad-hoc, a través del singular procedimiento establecido por el HJE,
alcanza a dieciocho personas. Sin embargo, quince de ellos -que han sido
notificados de acuerdo al orden de prelación correspondiente- se han negado a
ocupar el cargo ad-hoc propuesto.

Como consecuencia de la situación mencionada, la fiscal Goyeneche interpuso
una acción de amparo contra la resolución del HJE el 29 de diciembre de 2021
(Goyeneche, Cecilia Andrea c/Superior Gobierno de la Provincia de Entre
Ríos s/Acción de Amparo - Expte. Nº 12185). En dicha acción se cuestionó
dicha resolución por ilegítima, al resultar violatoria de las garantías
constitucionales de legalidad de los actos públicos y división de poderes y
estabilidad en el ejercicio del cargo. Los dos cuestionamientos centrales de la
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acción fueron: a) la ilegalidad de disponer la separación del conocimiento de la
causa a la totalidad de los integrantes del Ministerio Público Fiscal y el correr
traslado a quien corresponda desempeñar el cargo de fiscal ad hoc conforme el
orden del listado de conjueces del Superior Tribunal de Justicia; y b) La
ilegítima e inmotivada suspensión en el ejercicio del cargo, habiéndose
descartado en la resolución de apertura toda referencia a un hecho concreto
que indicara la concurrencia de algún tipo de favorecimiento a algunos de los
imputado o entorpecimiento de la investigación, restringiendo los motivos de
la apertura de la causa a la mera circunstancia fáctica de no haberse la
excusado con anterioridad.

Así las cosas, el 25 de enero de 2022, la Sra. Jueza de Feria de la ciudad de
Paraná, resolvió hacer lugar parcialmente a la acción interpuesta declarando
ilegítimo el punto V de la Resolución del HJE, en tanto aparta al Ministerio
Público Fiscal del rol que legalmente le corresponde, y disponiendo por tanto
que el órgano acusador ante el jurado dispuesto a la Dra. Goyeneche sea el
Ministerio Público Fiscal representado por el Procurador General en los
términos establecidos por el artículo 11 de la ley 9283 , articulo 17 inc f) ley
10407 y articulo 207 de la Constitución Provincial.

No obstante, tal pronunciamiento fue recurrido por el Superior Gobierno de la
Provincia de Entre Ríos y el 9 de febrero siguiente el Tribunal Superior de la
Provincia de Entre Ríos –la máxima autoridad judicial a nivel local– resolvió
rechazar la acción de amparo interpuesta. Para resolver de este modo, el
Tribunal Superior se basó en que el Procurador General de la Provincia había
interpuesto un recurso extraordinario de inconstitucionalidad contra lo resuelto
por el HJE, cuyo rechazo había motivado una nueva presentación que se
encontraba en trámite. De este modo, los magistrados entendieron que se
configuraba una causal de inadmisibilidad de la acción, que tornaba
improcedente el amparo, al asignarle “representación” al Procurador General
de los intereses de la enjuiciada Dra. Goyeneche.

Esta decisión fue recurrida a su vez por la Dra. Goyeneche mediante el
Recurso Extraordinario Federal ante la Corte Suprema de Justicia de la
Nación, encontrándose a la fecha pendiente de ser resuelta su concesión por el
máximo tribunal provincial.

Sin implicar, de antemano, una conclusión sobre los hechos, quisiera expresar
mi preocupación sobre la información recibida que describe la adopción de sanciones
en contra de la fiscal Goyeneche que parecerían ser en castigo por haber investigado y
acusado a integrantes del poder político en la provincia.

Los fiscales y el trabajo que realizan son parte integral de la administración de
la justicia, y la formación de una causa en contra de la fiscal que lleva un tema tan
central al Estado democrático como la anticorrupción, su suspensión y la reducción de
sus haberes pueden incidir en la independencia del Ministerio Público. Por otra parte,
estas medidas afectan los derechos laborales de la fiscal Goyeneche.

Me preocupa el efecto amedrentador que este precedente puede significar para
otros fiscales investigando casos de corrupción.

Le expreso, además, mi preocupación ante la información recibida que indica
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que el HJE tomó la decisión de apartar a la totalidad del Ministerio Público de este
caso y designar un fiscal ad hoc, que de acuerdo a la información recibida tendría
vínculos con las personas que fueron investigadas por Goyeneche. De ser cierta esta
alegación, sería una grave violación de las garantías del debido proceso legal, del juez
natural, y de la imparcialidad e independencia de los organismos encargados de la
administración de justicia.

En relación con las alegaciones arriba mencionadas, sírvase encontrar adjunto
el Anexo de referencias al derecho internacional de los derechos humanos el cual
resume los instrumentos y principios internacionales pertinentes.

Es mi responsabilidad, de acuerdo con el mandato que me ha sido otorgado
por el Consejo de Derechos Humanos, intentar clarificar las alegaciones llevadas a mi
atención. En este sentido, estaría muy agradecido de tener su cooperación y sus
observaciones sobre los asuntos siguientes:

1. Sírvase proporcionar cualquier información o comentario adicional en
relación con las alegaciones arriba mencionadas.

2. Sírvase proporcionar información sobre la base de hecho y de derecho
por cual la fiscal Goyeneche ha sido suspendida en el ejercicio de todas
sus funciones y sancionada con reducción en un 30% de su salario.

3. Sírvase indicar las medidas tomadas para asegurar las garantías de un
juicio justo en este caso, y en particular el acceso a un tribunal
independiente e imparcial para la fiscal Goyeneche. En particular,
referirse a las justificaciones para la separación del conocimiento de la
causa a la totalidad de los integrantes del Ministerio Público Fiscal y la
designación de un fiscal ad hoc para el caso.

4. Sírvase indicar las medidas tomadas para garantizar la continuidad de
los casos de corrupción llevados por la Fiscalía Anticorrupción de la
Provincia Entre Ríos y para su conducción independiente y objetiva.

5. Sírvase indicar las medidas tomadas para garantizar la independencia
de jueces y magistrados en la provincia, en seguimiento de los
Principios de Independencia de la Judicatura, descritos en el anexo.

Agradecería recibir una repuesta en un plazo de 60 días. Transcurrido este
plazo, esta comunicación y toda respuesta recibida del Gobierno de su Excelencia se
harán públicas a través del sitio web de informes de comunicaciones. También estarán
disponibles posteriormente en el informe habitual que se presentará al Consejo de
Derechos Humanos.

A la espera de su respuesta, quisiera instar al Gobierno de su Excelencia a que
adopte todas las medidas necesarias para proteger los derechos y las libertades de la
persona mencionada e investigar, procesar e imponer las sanciones adecuadas a
cualquier persona responsable de las violaciones alegadas. Quisiera asimismo instarle
a que tome las medidas efectivas para evitar que tales hechos, de haber ocurrido, se
repitan.

Acepte, Excelencia, la expresión de mi más distinguida consideración.

https://spcommreports.ohchr.org/
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Diego García-Sayán
Relator Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados
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Anexo

Referencias al derecho internacional de los derechos humanos

En relación con las alegaciones y preocupaciones mencionadas, quisiera
llamar la atención del Gobierno de Su Excelencia sobre las normas fundamentales
enunciadas en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
(PICDP), ratificado por Argentina el 8 de agosto de 1986, que consagra el principio
de igualdad ante la ley y el derecho de toda persona a ser oída públicamente y con las
debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido
por la ley (artículo 14), un derecho que no puede ser objeto en excepción alguna.

Quisiera en particular destacar las precisiones hechas por el Comité de
Derechos Humanos en su Observación General número 32, sobre la competencia,
independencia e imparcialidad de un tribunal contenidas en al artículo 14. En dicha
Observación, el Comité detalla que: “El requisito de independencia se refiere, en
particular, al procedimiento y las cualificaciones para el nombramiento de los jueces,
y las garantías en relación con su seguridad en el cargo hasta la edad de jubilación
obligatoria o la expiración de su mandato, en los casos en que exista, las condiciones
que rigen los ascensos, traslados, la suspensión y la cesación en sus funciones y la
independencia efectiva del poder judicial respecto de la injerencia política por los
poderes ejecutivo y legislativo. Los Estados deben adoptar medidas concretas que
garanticen la independencia del poder judicial, y proteger a los jueces de toda forma
de influencia política en la adopción de decisiones por medio de la Constitución o la
aprobación de leyes que establezcan procedimientos claros y criterios objetivos para
el nombramiento, la remuneración, el mandato, la promoción, la suspensión y la
destitución, y las sanciones disciplinarias en relación con los miembros de la
judicatura. (…) Para salvaguardar su independencia, la ley debe garantizar la
condición jurídica de los jueces, incluida su permanencia en el cargo por los períodos
establecidos, su independencia y su seguridad, así como una remuneración,
condiciones de servicio, pensiones y una edad de jubilación adecuadas” (párrafo 19).

De la misma forma, los Principios Básicos relativos a la independencia de la
Judicatura, adoptados por las Naciones Unidas en 1990, establecen que la
independencia de la judicatura será garantizada por el Estado y proclamada por la
Constitución o la legislación del país; y todas las instituciones gubernamentales y de
otra índole respetarán y acatarán la independencia de la judicatura (principio 1).
Establecen que la ley garantizará la permanencia en el cargo de los jueces por los
períodos establecidos, su independencia y su seguridad, así como una remuneración,
pensiones y condiciones de servicio y de jubilación adecuadas (principio 11).
Establecen además que se garantizará la inamovilidad de los jueces, nombrados o
elegidos, quienes tendrán garantizada la permanencia en el cargo hasta la edad de
jubilación obligatoria o la expiración de su mandato, cuando exista (principio 12).

En su informe del 2009 al Consejo de Derechos Humanos de las Naciones
Unidas, esta Relatoría afirma que “El principio de la separación de poderes, junto con
el estado de derecho son la clave de una administración de justicia con garantía de
independencia, imparcialidad y transparencia” (párrafo A/HRC/11/41, párr. 18). En su
informe del 2016 al Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la
relatoría reitera que “[l]os Estados deben respetar y proteger la independencia de los
magistrados, […] a diferentes niveles y de modos diversos, observando los
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mecanismos apropiados de selección, nombramiento, promoción, traslado y disciplina
de magistrados […], en consonancia con las reglas y normas internacionales
pertinentes. También deben introducir mecanismos para proteger a los magistrados
[…] contra toda presión, injerencia [e] intimidación […]” (A/HRC/32/34, párrafo 40).

Adicionalmente, en Directrices sobre la función de los fiscales, adoptadas en
el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y
Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba), del 27 de agosto al 7 de
septiembre de 1990, ONU Doc. A/CONF.144/28/Rev. 1 p. 189 (1990), indican en su
párrafo 21, “las reclamaciones contra los fiscales en las que se alegue que han actuado
claramente fuera del marco de las normas profesionales se sustanciarán pronta e
imparcialmente con arreglo al procedimiento pertinente. Los fiscales tendrán derecho
a una audiencia imparcial. Las decisiones estarán sometidas a revisión
independiente”.
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Suprema Corte: 

 

-I- 

  El Superior Tribunal de Justicia (STJ) de la 

Provincia de Entre Ríos, al revocar la sentencia de la instancia 

anterior, rechazó la acción de amparo deducida por la doctora 

Cecilia Andrea Goyeneche contra la mencionada provincia, con el 

objeto de que se declare, en lo que aquí interesa, la 

inconstitucionalidad del punto V de la decisión del Honorable 

Jurado de Enjuiciamiento local (en adelante, HJE) del 

30/11/2021, adoptada en el marco del jury de enjuiciamiento 

dispuesto contra la demandante. 

     Indicó que mediante esa disposición, aquel organismo 

había resuelto “separar del conocimiento de la causa a la 

totalidad de los integrantes del Ministerio Público Fiscal de 

toda intervención en el proceso, sustituyéndolo por quien 

corresponda actuar como Fiscal Ad Hoc de conformidad con el 

listado de conjueces del Superior Tribunal de Justicia -Decreto 

1296 MGJ de 25/8/2020-….” 
  En primer lugar, el superior tribunal señaló que la 

magistrada actuante en la instancia anterior había incurrido “en 
un déficit al abordar directamente la procedencia de la acción 

incoada, sin revisar estrictamente los requisitos de 

admisibilidad del amparo previstos por el art. 3 de la Ley 

8369”. 

      Explicó que la mencionada norma, en su artículo 3, 

inciso b), establece que la acción de amparo resulta inadmisible 
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si "… hubiera promovido otra acción o recurso sobre el mismo 

hecho o se halle pendiente de resolución". 

      Agregó que, al momento de incoarse la presente 

acción, el Procurador General de la provincia había interpuesto 

ante el HJE recurso extraordinario de inconstitucionalidad y un 

posterior recurso de queja frente el rechazo in limine del 

primero, en los que también se impugnaba el punto V de la 

decisión de aquel organismo.  

      Con base en ello, sostuvo que se encontraba 

configurada la causal de inadmisibilidad prevista en el 

mencionado artículo 3, inciso b), pues en el proceso iniciado 

por el Procurador se ventilaban los mismos hechos que en el sub 

lite y se hallaba pendiente de resolución.  

      Agregó que no obstaba a esa conclusión el hecho de 

que el recurso no hubiera sido deducido directamente por la 

actora del presente expediente, toda vez que ese funcionario 

había actuado “en representación del Ministerio Público Fiscal 
que encabeza… quedando incluida la amparista en la 

representación corporativa alegada … y fundamentalmente 

alcanzada por la suerte final de dicho recurso pues la presente 

acción de amparo y el recurso de queja de mención guardan 

identidad respecto del objeto litigioso …”. 
      Sostuvo, entonces, que estando pendiente de 

resolución un procedimiento que el titular del Ministerio 

Público Fiscal había reconocido como eficaz y suficiente para la 

revisión de la decisión del HJE impugnada, debía “ser ese el 
camino a continuar, pues como reiteradamente tiene dicho este 

Alto Cuerpo, admitir lo contrario, importaría desnaturalizar 

este remedio de excepción, extraordinario y residual, 
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devaluándolo en su importancia y con desconocimiento de su ratio 

iuris.” 
      En definitiva, concluyó que resultaba inadmisible la 

vía intentada, en virtud de lo dispuesto en el artículo 3), 

inciso b), de la Ley de Procedimientos Constitucionales 8369. 

 

                            -II- 

       Disconforme con tal decisión, la doctora Goyeneche 

dedujo recurso extraordinario federal, cuya denegación dio 

origen a la presente queja.  

      En primer lugar, señala que la sentencia recurrida es 

arbitraria en la medida en que declaró inadmisible la acción de 

amparo sobre la base de afirmaciones dogmáticas y contrarias a 

las constancias de la causa. 

      Así, sostiene que el superior tribunal se apartó de 

la norma aplicable al caso que establece los requisitos de 

admisibilidad de la acción de amparo sin dar razones plausibles 

para ello, lo que vulnera su derecho de defensa.  

       En este punto, indica que la exigencia del artículo 

3, inciso b), de la ley 8369 referida a no “haber promovido” 
otra “acción o recurso” se refiere al propio actor del amparo y 
no a terceras personas.  

            Contrariamente a lo sostenido por la sentencia 

recurrida, esgrime que dicha circunstancia no se verifica en 

autos, pues no se promovió acción o recurso alguno sobre el 

mismo hecho o con idéntica o similar pretensión u objeto que la 

presente acción. 
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       Agrega que el Procurador General, en su “rol 
institucional”, no representa, en el marco del recurso 

extraordinario local, los mismos intereses ni defiende los 

derechos garantizados por la Constitución Nacional y la 

Convención Americana de Derechos Humanos que la recurrente 

pretende hacer valer en esta causa.  

       Lo expuesto, agrega, implica que la “vía” invocada 
por la sentencia recurrida no es en absoluto idónea para la 

protección de los derechos que, según dice, fueron gravemente 

afectados por la decisión impugnada. 

       Por último, manifiesta que en autos se configura un 

caso de gravedad institucional ya que la exclusión del 

Ministerio Público Fiscal de su función legal y 

constitucionalmente prevista, inserta en una maniobra de 

interferencia en la independencia de ese organismo, excede el 

interés individual de las partes y atañe también al de la 

colectividad. 

 

-III- 

      A mi modo de ver, el presente recurso de queja 

resulta admisible en los términos de la conocida jurisprudencia 

que asimila a definitiva la sentencia que rechaza el amparo 

cuando lo decidido causa un agravio de imposible o dificultosa 

reparación ulterior (conf. dictamen de esta Procuración General 

en la causa F.601 XLII “Freidenberg” y sus citas, del 20 de 
marzo de 2007), habida cuenta de la naturaleza de la cuestión en 

debate –esto es, el cuestionamiento por el desplazamiento del 
órgano acusador interviniente en el proceso de destitución 
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iniciado en su contra- y la alegada afectación de la garantía 

del debido proceso y defensa en juicio que ello acarrearía.  

 

             -IV- 

            Verificado ese requisito, considero que corresponde 

hacer lugar al agravio central del recurso tendiente a 

cuestionar la decisión apelada en cuanto declaró inadmisible la 

vía del amparo. Así lo entiendo, toda vez que la postura sentada 

en esa decisión, según la cual existe identidad de objeto entre 

el recurso de queja deducido por el Procurador General y el 

planteo de autos formulado por la recurrente, desatiende la 

evidente distinta calidad procesal en la que cada uno de ellos 

interviene en las causas, así como los derechos y garantías que 

se invocan vulnerados por cada uno de ellos: la actora, en su 

calidad de magistrada sometida a un jurado de enjuiciamiento y 

afectada directamente en sus derechos, y el Procurador General 

provincial, en nombre del interés general y la legalidad y el 

resguardo institucional.  

            Cabe concluir, por lo tanto, que el tribunal apelado 

fundó su decisión en afirmaciones dogmáticas y con notoria 

ausencia de fundamentación normativa y fáctica, con grave 

afectación del derecho de defensa en juicio de la recurrente, lo 

que conduce a su descalificación como acto jurisdiccional válido 

en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias 

(Fallos: 329:335).  
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-V- 

           En virtud de lo hasta aquí expuesto, opino que 

corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el 

recurso extraordinario y devolver las actuaciones al tribunal de 

origen para que, por quien corresponda, se dicte nuevo 

pronunciamiento con arreglo a derecho.  

Buenos Aires, 9 de mayo de 2022.  

CASAL 

Eduardo 

Ezequiel
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 Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la actora 
en la causa Goyeneche, Cecilia Andrea c/ Superior Gobierno de la 

Provincia de Entre Ríos s/ acción de amparo”, para decidir sobre 
su procedencia. 

 Considerando: 

  1°) Que respecto de los antecedentes de la causa 

corresponde remitir a los apartados I y II del dictamen del 

señor Procurador General de la Nación interino. 

  2°) Que el recurso extraordinario interpuesto es 

admisible en tanto la decisión impugnada ha sido dictada por el 

superior tribunal de la causa y, por las razones que a 

continuación se desarrollan, resulta equiparable a definitiva 

(art. 14 de la ley 48) por cuanto niega de plano el acceso a la 

vía judicial. 

  Si bien las decisiones de índole procesal y de 

derecho local son, en principio, ajenas a la instancia 

extraordinaria en virtud del respeto debido a las atribuciones 

de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse 

por ellas (Fallos: 313:548; 324:2672, entre otros), en el caso 

cabe hacer excepción a dicha regla pues la sentencia atenta 

contra la garantía de defensa en juicio consagrada por el art. 

18 de la Constitución Nacional (Fallos: 315:2690; 323:1084, 

entre otros). 

Buenos Aires, 10 de Mayo de 2022
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  Esta garantía requiere reconocer a los interesados, 

según la histórica expresión utilizada por la Corte Suprema de 

los Estados Unidos (Martin v. Wilks, 490 U.S. 755, 1989; Ortiz 

v. Fibreboard Corp., 527 U.S. 815, 846, 1999), el derecho a 

tener su propio “día en la corte” con el fin de darles la 
oportunidad de ser oídos y brindarles la ocasión de hacer valer 

sus defensas ante los jueces naturales (confr. arg. “Siri”, 
Fallos: 239:459 y “Kot”, Fallos: 241:291).   

  3°) Que en el presente caso, el Superior Tribunal de 

Justicia de la Provincia de Entre Ríos rechazó la acción de 

amparo por considerar que existía otro proceso judicial en 

trámite promovido por el Procurador General provincial en el que 

quedaría comprendida la pretensión de la actora. 

  En efecto, el tribunal local manifestó que “[f]rente 
a la existencia de un proceso judicial en trámite sobre el mismo 

hecho y pendiente de resolución claramente se configura la 

causal de inadmisibilidad de la acción…” por haber quedado la 
actora incluida “en la representación corporativa alegada por el 
Sr. Procurador General, y fundamentalmente, alcanzada por la 

suerte final de dicho recurso, pues la presente acción de amparo 

y el recurso de queja […] [el interpuesto por el Procurador 
General de la provincia] guardan identidad respecto del objeto 

litigioso […] por lo que de admitirse la presente acción de 
amparo […] podría configurarse un supuesto de escándalo 
jurídico, provocando el dictado de fallos contradictorios sobre 
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idéntica materia litigiosa” (el destacado corresponde al 
original). 

  Como se advierte, la decisión apelada cierra toda 

posibilidad –actual o futura- de que la actora pueda plantear 
judicialmente la alegada irregularidad en la conformación del 

órgano acusador, agravio que invoca como una afectación del 

debido proceso constitucional (art. 18). 

  4°) Que sin que implique adelantar opinión sobre el 

fondo del asunto, lo resuelto por el a quo desatiende las 

evidentes diferencias sustanciales entre la actora, en tanto 

magistrada sometida a un jurado de enjuiciamiento que defiende 

sus derechos, y el Procurador General provincial, que actúa en 

resguardo del interés general, institucional y de la legalidad. 

  5°) Que la respuesta meramente dogmática de la máxima 

instancia jurisdiccional local carece de todo desarrollo 

argumentativo racional respecto de las cuestiones reseñadas, y 

en consecuencia no satisface la garantía constitucional de 

fundamentación de las sentencias judiciales, correspondiendo su 

descalificación como acto judicial válido (arg. Fallos: 

324:2177; 331:2195; 337:1263, entre muchos otros).  

 Por ello, de conformidad en lo pertinente con lo 

dictaminado por el señor Procurador General de la Nación 

interino, se hace lugar a la queja interpuesta, se declara 

procedente el recurso extraordinario y se revoca la sentencia 

apelada, con costas. Notifíquese, agréguese la queja al 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 
 

 
 

- 4 - 

principal y vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de 

que, por quien corresponda, se dicte una nueva sentencia con 

arreglo a lo expresado en este pronunciamiento. 

Firmado Digitalmente por ROSATTI Horacio Daniel Firmado Digitalmente por ROSENKRANTZ Carlos Fernando

Firmado Digitalmente por MAQUEDA Juan Carlos Firmado Digitalmente por LORENZETTI Ricardo Luis
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Recurso de queja interpuesto por Cecilia Andrea Goyeneche, por derecho propio, 
con el patrocinio letrado de los doctores Alberto B. Bianchi, Lino B. Galarce 

y Santiago M. Castro Videla. 

Tribunal de origen: Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Entre 

Ríos. 

Tribunales que intervinieron con anterioridad: Juzgado de Feria de la Ciudad 

de Paraná y Honorable Jurado de Enjuiciamiento de la Provincia de Entre Ríos. 

  

 


	

